
FALTA DE INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO/ Nulidad al dejar de notificar al funcionario competente de cumplir la eventual orden de tutela
“(…) se advierte la siguiente irregularidad: que se hace una genérica e indeterminada notificación, esto es, no se concreta quién es el funcionario vinculado al asunto para que pueda conminársele a una eventual orden final, lo que se torna indispensable, no solo por la concreción y seguridad misma que ello envuelve, sino por las dificultades que acarrearía el trámite de un incidente de desacato que pudiera promoverse.” 

Cita: Corte Constitucional, auto 141 de 2008.
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Sería del caso entrar a resolver la impugnación que interpuso el demandante, frente a la sentencia del 15 de diciembre último, dictada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en la acción de tutela que Julián David Torres Mazo¸ en su propio nombre, promovió contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, si no fuera por la irregularidad que ahora se detecta y que vienen a erigirse como causal de nulidad de lo actuado.
  



En efecto, en uso de la acción consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, solicitó el demandante la protección de los derechos fundamentales “a la educación y al mínimo vital”, que estimó conculcados por la anunciada entidad.




El juzgado de conocimiento dispuso dar trámite a la tutela con auto del 3 de diciembre frente a “LA UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES (UGPP)” ; y para su notificación, la secretaría remitió el oficio número 3943 del 3 de diciembre de 2015 con destino a: “SEÑORES: LA UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES (UGPP)” a la ciudad de Bogotá (f. 10, c. 1). Y de ahí, se advierte la siguiente irregularidad: que se hace una genérica e indeterminada notificación, esto es, no se concreta quién es el funcionario vinculado al asunto para que pueda conminársele a una eventual orden final, lo que se torna indispensable, no solo por la concreción y seguridad misma que ello envuelve, sino por las dificultades que acarrearía el trámite de un incidente de desacato que pudiera promoverse. 

  



En otros términos, al asunto debe citarse a una autoridad determinada, para poder resolver de fondo. De frente a ello, no deben escatimarse esfuerzos para procurar establecer, dentro de la estructura orgánica de la entidad, acorde con la normativa que la rige, en especial el Decreto 575 del 22 de marzo de 2013 “Por el cual se modifica la estructura de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -  UGPP- y se determinan las funciones de sus dependencias”, qué funcionario o funcionarios en particular, son los llamados a responder por la situación concreta de que da cuenta la demanda. Solo así se evitará caer en la incertidumbre que ahora brilla dentro del trámite que nos ocupa.
Esa falencia, la de no convocar al trámite a quien deba responder por el derecho cuya protección se reclama, no puede pasarla por alto la Corporación, pues viene a erigirse como una causal de nulidad de lo actuado, en los términos del numeral 9º del artículo 140 del C. de P. Civil, como que se impide, como viene de verse, la oportunidad de oposición, tanto más cuando existe la posibilidad de una decisión favorable a los intereses demandados, y es deber de la Sala, por tanto, remediar la cuestión, procurando la comparecencia de los llamados a responder.
  



Ha expresado sobre el tema la Corte Constitucional 
 que:

  


“Concluido, entonces, como ya se indicó, que “cuando en el curso del proceso de tutela se omite notificar la admisión del mismo a los terceros con interés legítimo que pudieren resultar afectados con la decisión judicial, se presenta causal de nulidad por violación del debido proceso y del derecho de defensa”
:

   


“Tal notificación, ha expresado la Corte, constituye garantía imprescindible del debido proceso y en particular del derecho de defensa de las personas que, no obstante que no son las destinatarias de la acción, pueden resultar afectadas como consecuencia de la decisión que se adopte por el juez de tutela. De esta manera se procura que antes de que se produzca el fallo, dichos terceros tengan la oportunidad de cuestionar lo dicho por las partes, de solicitar pruebas o controvertir las existentes, de presentar alegatos y, eventualmente, de impugnar la decisión que resulte adversa a sus intereses.” (Auto 231 de 2002 M.P. Rodrigo Escobar Gil).

   


Ahora bien, en cuanto a la nulidad que se genera como consecuencia de la falta de notificación de la iniciación del proceso de tutela a terceros que podrían resultar afectados por la decisión la Corte ha resaltado:

    


“Así pues, en guarda de la prevalencia del derecho sustancial, el mecanismo adecuado para restablecer ese equilibrio roto es la solicitud de nulidad, enderezada a que la actuación judicial vuelva a surtirse con la cabal observancia de las garantías procesales, en especial del derecho de defensa, y en favor de las partes y demás interesados.  (Sentencia T-247 de 1997 M.P. Fabio Morón Díaz).”

  



Si bien en algunos casos, como en el precedente que se acaba de citar, se procura rectificar la situación poniéndola en conocimiento del afectado para que si es su interés alegue la nulidad; en los últimos pronunciamientos la alta Corporación
 ha optado por declarar directamente la misma, pese a mediar comunicación al interesado y éste guardar silencio sobre el particular. Como corolario de lo dicho, se declarará la nulidad de la actuación a partir del fallo de primera instancia, calendado a abril 16 de 2015, y se le ordenará al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, que proceda a la debida vinculación del o los funcionarios que han de conformar el extremo pasivo de la acción.

En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

  



DECLARAR la nulidad de lo actuado en la acción de tutela instaurada por Julián David Torres Mazo contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP.

 
 

ORDENAR al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta localidad, vincular al funcionario llamado a responder en la parte pasiva frente al reclamo de los derechos fundamentales acá invocados, en aras de que se garantice la oportunidad de contradicción; para ello, hágase inmediata devolución del expediente.
  



Las pruebas que se hayan practicado conservan su validez. 

  



En la forma dispuesta por el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 notifíquese sobre el contenido de este proveído a todos los interesados.

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

� Auto 141/08


� Auto 231 de 2002 M.P. Rodrigo Escobar Gil


� Por ejemplo, como ocurrió en los casos plasmados en los Autos 113, 212 y 270 A de 2012 
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